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ACUERDO 47/2007, DE 7 DE FEBRERO, DEL PLENO DEL CONSEJO DEL AUDIOVISUAL DE CATALUÑA
1. Antecedentes
I. La disposición transitoria segunda de la Ley 22/2005, de 29 de diciembre, de la comunicación audiovisual de Cataluña (LCA) estableció que los títulos concesionales vigentes en el momento de su aprobación, debían transformarse en licencias para la prestación de servicios de comunicación audiovisual. A tales efectos, los concesionarios debían dirigirse al Consejo del Audiovisual de Cataluña (CAC) para que este las otorgara el nuevo título habilitante.
Como consecuencia de esta previsión normativa, el Pleno del CAC adoptó el Acuerdo 78/2006, de 8 de marzo, con el objetivo de establecer unos criterios interpretativos para la aplicación a los prestadores de servicios de comunicación audiovisual de algunos aspectos del régimen transitorio previsto en dicha disposición transitoria segunda de la LCA. Al mismo tiempo, en el mismo Acuerdo, se abría el proceso de transformación de las concesiones administrativas, con notificación a los prestadores de servicios de comunicación audiovisual afectados por estas disposiciones.
Dicho Acuerdo 78/2006, de 8 de marzo, ha sido impugnado en vía contenciosa por diversos prestadores de servicios de comunicación. Actualmente, todos los recursos están en fase de formalizar la demanda por parte de los recurrentes.
II. El 1 de agosto de 2006, el Abogado del Estado, en representación del Presidente del Gobierno, interpuso un recurso de inconstitucionalidad contra diversos artículos y disposiciones de la LCA, entre los cuales, la disposición transitoria segunda, que desarrolla el Acuerdo 78/2006, de 8 de marzo.
Consecuencia de la interposición de este recurso de inconstitucionalidad, mediante provisión de 26 de septiembre de 2006, publicada en el BOE el 9 de octubre de 2006, el Tribunal Constitucional consideró suspendidas la vigencia y la aplicación de los preceptos impugnados al amparo de lo que establecen los artículos 161.2 de la Constitución Española (CE) y 30 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (LOTC).
El 18 de enero de 2007, el Tribunal Constitucional emitió una interlocutoria, dictada al amparo del artículo 161.2 CE, que analiza las solicitudes de levantamiento de la suspensión decretada, planteadas por el Gobierno de la Generalitat de Catalunya y el Parlamento de Cataluña, así como las alegaciones realizadas por el Abogado del Estado.
La interlocutoria del tribunal Constitucional de 18 de enero acuerda  «1. Mantener la suspensión del artículo 56 y de la disposición transitoria segunda de la Ley del Parlamento de Cataluña 22/2005, de 29 de diciembre, de la Comunicación Audiovisual de Cataluña» y «2. Levantar la suspensión de todos los demás preceptos impugnados en este recurso de inconstitucionalidad».
2. Consideraciones jurídicas
2.1. Incidencia de la interlocutoria de la sección segunda del Tribunal Constitucional del 18 de enero de 2007.
El pronunciamiento del Tribunal Constitucional manteniendo la suspensión de la disposición transitoria segunda de la LCA, afecta a todo el contenido del Acuerdo 78/2006, de 8 de marzo, del Pleno del CAC, haciendo imposible su cumplimiento.
En efecto, el tribunal considera que la aplicación de la disposición transitoria segunda (que establece la transformación generalizada de los títulos concesivos vigentes en licencias administrativas) «determinaría una alteración sustancial del régimen jurídico del servicio público de radio y televisión con la consiguiente transformación del estatuto de los prestadores». Por lo tanto, el Tribunal considera que los prejuicios que esta situación originaría tanto a los particulares como al interés público aconsejan, por lo que a la disposición transitoria segunda se refiere, el mantenimiento de la suspensión.  Así mismo, el Tribunal considera que la suspensión de dicha disposición transitoria segunda priva de efectos al apartado segundo de la disposición transitoria sexta.
2.2. El artículo 105.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común.
A raíz del pronunciamiento del Tribunal Constitucional, es procedente que el CAC declare la revocación del Acuerdo 78/2006, de 8 de marzo, al amparo de lo que establece el artículo 105.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común (LPAC).
De acuerdo con este precepto «1. Las Administraciones públicas podrán revocar en cualquier momento sus actos de gravamen o desfavorables, siempre que esta revocación no constituya dispensa o exención no permitida por las leyes, o sea contraria al principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico».
Al ser aceptado unánimemente por la doctrina, la revocación se puede realizar en cualquier momento por parte de la Administración de los actos de gravamen y de los actos desfavorables, entendiendo que dentro de la categoría de los actos de gravamen se encuentran las órdenes de ejecución, los actos sancionadores, los actos expropiatorios y cualquier otro que establezca o concrete situaciones de deber (obligaciones, cargas).  

En efecto, estos elementos concurren en el Acuerdo 78/2006, de 8 de marzo, porqué implica determinadas obligaciones para los prestadores de radio y televisión, y por tanto concreta una situación de deber, siendo susceptible de la revocación arriba mencionada.
Por todo lo expuesto, el Pleno del CAC ha adoptado los siguientes:
ACUERDOS
1. Revocar el Acuerdo 78/2006, de 8 de marzo, del Pleno del Consejo del Audiovisual de Cataluña. 
2. Notificar este Acuerdo a los concesionarios de radio y televisión a los que se les notificó el Acuerdo 78/2006, de 8 de marzo.
3. Comunicar el contenido de este Acuerdo a los juzgados contenciosos administrativos siguientes: Juzgado contencioso administrativo número 2 de Barcelona (actuaciones 643/2006 y 657/2006-Y; Juzgado contencioso administrativo número 9 de Barcelona (actuaciones 588/2006-F); Juzgado contencioso administrativo número 14 de Barcelona (actuaciones 632/2006-BY) y Juzgado contencioso administrativo número 6 de Barcelona (actuaciones 635/2006-A).
Barcelona, 7 de febrero de 2007
Josep M. Carbonell Abelló

            Dolors Comas d’Argemir Cendra
Presidente
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